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El Derecho Internacional del 
Medioambiente surgió a contra-

corriente. Si lo habitual es que cada 
país legisle sobre una determinada 
materia y que, posteriormente, se 
reúna con otras naciones para tratar 
de acercar sus regulaciones y sus-
cribir un acuerdo internacional, con 
el medioambiente ocurrió justo lo 
contrario.

Primero surgió un Derecho In-
ternacional basado en recomenda-
ciones y reglas de conducta que a 
pesar de no ser obligatorias –lo que 
se conoce por el término anglosajón 
de soft law (derecho suave o blan-
do)– sí que eran asumidas por los 
Gobiernos nacionales; de ahí se dio 
paso a los tratados internacionales, 
verdaderas normas de obligado cum-
plimiento para los Estados que los 
firmaban. Fue después, en un segun-
do momento, cuando los países in-
corporaron ese conjunto de normas 
internacionales sobre medio ambien-
te a su propio ordenamiento jurídico 
interno.

Sólo conozco otras dos materias 
en las que haya ocurrido un proceso 
similar: los Derechos Humanos y el 
Derecho del Espacio.

La preocupación legal por el 
medio ambiente comenzó durante 
la década de los años 70 del siglo 
pasado; hace apenas cuarenta años, 
como luego veremos.

Hasta ese momento hubo algunos 
antecedentes que dejaban intuir cier-
ta preocupación, pero siempre bajo 
un punto de vista más económico 
que ecológico; es decir, cuando el 
Gobierno de los Estados Unidos de-
nunció a la Fundición Trail, de Ca-
nadá –instalada en 1896 al otro lado 
de la frontera, junto al río Colum-
bia– por las emanaciones de dióxi-
do sulfúrico que contaminaban los 
campos de cereales del Estado de 
Washington, no lo hizo por amor al 
medio ambiente sino, simplemente, 
por los perjuicios económicos que 
aquellos gases estaban ocasionando 
a su agricultura.

De igual forma, unos años más 
tarde, en 1902, doce países europeos 
firmaron en París la “Convención 
Internacional para la Protección de 
las Aves Útiles a la Agricultura” que, 
como resulta evidente por su elo-

cuente título, protegía a los pájaros 
simple y llanamente porque resul-
taban de utilidad en las tareas agrí-
colas.

Junto a este factor puramen-
te economicista, la época anterior 
a los años 70 se caracterizó porque 
los daños al medio ambiente se pro-
ducían en lugares transfronterizos, 
como sucedió con la protección de 
las focas del Mar de Béring, también 
en el límite de EE.UU. y Canadá; o 
con el largo conflicto que enfrentó a 
EE.UU. con México por la salinidad 
del río Colorado. En ambos casos, no 
se trataba de verdaderas cuestiones 
internacionales sino de problemas 
entre Estados vecinos que tenían 
un efecto dañino sobre su entorno 
medioambiental.

Lo más cercano a nuestro actual 
concepto de protección del medio 
ambiente fue la creación de los par-
ques de Yosemite y Yellowstone  

(EE.UU.) en 1864 y 1872, respectiva-
mente; y, en el caso español, la Ley 
de creación de los Parques Nacio-
nales publicada, el 8 de diciembre 
de 1916, con el exclusivo objeto de 
(...) respetar y hacer que se respete 
la belleza natural de sus paisajes, la 
riqueza de su fauna y de su flora (...) 
evitando de este modo con la mayor 
eficacia todo acto de destrucción, de-
terioro ó desfiguración por la mano 
del hombre. Un texto casi pionero.

Con estos antecedentes es fácil 
comprender que la Declaración Uni-
versal de los Derechos Humanos de 
la ONU, de 1948, no incluyera nin-
guna referencia sobre el medio am-
biente. En aquel momento, la Huma-
nidad aún trataba de proclamar los 
derechos civiles y políticos (primera 
generación, basada en el concepto 
de libertad) y económicos, sociales 
y culturales (segunda generación, 
igualdad); mientras que el derecho al 
medioambiente (encuadrado en una 
tercera generación, en torno a las 
ideas de solidaridad y fraternidad) 
estaba dando sus primeros pasos y 
sólo se mencionaba en contadas oca-
siones, como el Art. 9.2 de la Carta 
Magna italiana de 1947, al hablar de 
la tutela del paisaje; o el Art. 89 de la 
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En materia de medio ambiente, 
la legislación internacional 

precedió a la de los Gobiernos 
nacionales 

El mantenimiento de la biodiversidad es uno de los ámbitos de acción prioritarios del VI Programa de Acción de la UE en 
materia de medio ambiente.
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Constitución de Costa Rica de 1949, 
protegiendo las bellezas naturales de 
la República. Nada más concluir la 
II Guerra Mundial –el conflicto más 
destructivo que ha conocido la hu-
manidad, con 70 países implicados, 
más de 40.000.000 de muertos y una 
cifra similar de heridos y desplaza-
dos– las naciones estaban más pre-
ocupadas por reconocer el derecho 
a la vida, la integridad o la dignidad 
del ser humano que por velar por 
nuestro entorno.

1972, un año clave 
Tras el Año de protección de la 
Naturaleza (1970), dos años más 
tarde tuvo lugar la Conferencia de 
Estocolmo sobre el Medio Huma-
no donde se proclamó que el hom-
bre es a la vez obra y artífice del 
medio que le rodea, el cual le da 
el sustento material y le brinda la 
oportunidad de desarrollarse inte-
lectual, moral, social y espiritual-
mente. (...) el hombre ha adquirido 
el poder de transformar, de innu-
merables maneras y en una escala 
sin precedentes, cuanto lo rodea. 
Los dos aspectos del medio humano, 
el natural y el artificial, son esen-
ciales para el bienestar del hombre 

y para el goce de los derechos hu-
manos fundamentales, incluso el 
derecho a la vida misma y, como 
consecuencia, se estableció el PNU-
MA, el Programa de las Naciones 
Unidas para el Medio Ambiente que 
tiene como misión, según su web, 
dirigir y alentar la participación en 
el cuidado del medio ambiente ins-
pirando, informando y dando a las 
naciones y a los pueblos los medios 
para mejorar la calidad de vida sin 
poner en riesgo las de las futuras 
generaciones.

Por su parte, en 1972 la Comu-
nidad Económica Europea –actual 
Unión Europea– celebró en París 
una de sus habituales Cumbres pero 
ésta pasó a la historia por el punto 
8º de su declaración final, dedica-
do al medio ambiente: Los Jefes de 
Estado y de Gobierno subrayan la 
importancia de una política del me-
dio ambiente en la Comunidad. Con 

este fin, invitan a las instituciones 
de la Comunidad a establecer, antes 
del 31 de julio de 1973, un programa 
de acción ajustado a un calendario 
preciso. Poco después, los ministros 
del ramo se reunieron en la antigua 
capital alemana, Bonn, el 31 de oc-
tubre de 1972, para acordar los prin-
cipios generales en los que susten-
tar la política medioambiental de la 
Comunidad. Como consecuencia, el 
Consejo aprobó el (I) Programa de 
Acción de las Comunidades Euro-
peas en Materia de Medio Ambiente 
el 22 de noviembre de 1973 con el 
objetivo de contribuir a poner la ex-
pansión al servicio del hombre pro-
curándole un medio ambiente que 
le asegure las mejores condiciones 
de vida posibles y también conciliar 
dicha expansión con la necesidad 
cada vez más imperiosa de preservar 
el medio natural.

Desde entonces, se han ido apro-
bando otros cinco nuevos progra-
mas marco: en 1977 (II), 1983 (III), 
1987 (IV), 1993 (V) y –el actual– de 
2001, que estará en vigor hasta el 21 
de julio de 2012 (VI Programa “Me-
dio Ambiente 2010: el futuro está en 
nuestras manos. 2001-2010”) centra-
do en la política de lucha contra el 

En la actualidad, la Unión 
Europea tiene algunas de las 

normas medioambientales más 
estrictas del mundo

La aprobación de la Directiva de Aves en 1979 supuso el primer compromiso significativo de la Unión Europea con la conservación de la naturaleza.



27Páginas de Información Ambiental
Agosto 2011 Nº 36

cambio climático, el mantenimiento 
de la biodiversidad, la reducción de 
los problemas de salud derivados de 
la contaminación y la utilización de 
los recursos naturales de la manera 
más responsable.

En todo este tiempo, desde la le-
jana directiva 79/409/CEE, de 2 de 
abril, relativa a la conservación de 
las aves silvestres –que sentó las 
bases de la que sería su política 
de acciones específicas en materia 
medioambiental– la Unión Europea 
presume de tener algunas de las nor-
mas de medioambiente más estrictas 
del mundo.

A raíz de aquel intenso 1972 –un 
año emblemático– en España se 
aprobó la Ley 38/1972, de 22 de no-
viembre, de Protección del Ambiente 
Atmosférico, en la que –expresamen-
te– se reconocía que la degradación 
del medio ambiente constituye, sin 
duda alguna, uno de los problemas 
capitales que la Humanidad tiene 
planteados en esta segunda mitad 
del siglo.

Mientras el reconocimiento y la 
concienciación internacionales cre-
cían imparables, el medioambiente 
también dio sus primeros frutos en 
las nuevas Constituciones que se re-

dactaron en aquella década en Pa-
namá, Nicaragua, Grecia, Portugal, 
Unión Soviética, España y Chile.

Cambio de rumbo
Si en los años 70 la protección 
medioambiental se desarrolló des-
de un punto de vista vertical (defen-
diendo determinados sectores como 
el suelo, la atmósfera, las aguas dul-
ces, el medio marino, etc.); en los 
80 se dio paso a una regulación ho-
rizontal, estableciendo lo que había 
que hacer con los residuos, con in-
dependencia del sector en que és-
tos se produjeran; en esta década, 
se estableció la Comisión Mundial 
sobre el Medio Ambiente y el Desa-
rrollo (1983). Finalmente, desde los 
años 90 asistimos al fenómeno de 
la globalización que también afecta 
a los problemas medioambientales 
(deslocalización). Al fin y al cabo, la 
atmósfera no entiende de fronteras 
y las consecuencias de emitir gases 
de efecto invernadero las sufrimos 
todos los habitantes del planeta. En 
este periodo, destacan la aprobación 
de la resolución 1990/41, de 6 de 
marzo, de la Comisión de Derechos 
Humanos de la ONU, vinculando la 
conservación del medio ambiente 

con aquellos Derechos; y la celebra-
ción de la Cumbre para La Tierra, de 
Río de Janeiro (1992) con el objetivo 
de conjugar la protección medioam-
biental con el desarrollo económico 
y social.

A día de hoy, uno de los princi-
pales problemas en este ámbito es 
que no exista en el mundo ningu-
na organización internacional que 
se dedique, en exclusiva, a proteger 
el medioambiente; ni tan siquiera el 
PNUMA. Este programa de la ONU 
sólo es eso: una línea de actuación, 
el plan de ejecución de las medidas 
que se adoptan en el marco de las 
Naciones Unidas. ¿Qué se podría 
hacer? Puede que lo más adecuado 
sea crear una institución similar a la 
Organización Mundial del Comercio 
y que, al igual que la OMC, fuese un 
foro de negociación ajeno al sistema 
de la ONU (lo siento pero me cuesta 
confiar en un organismo que ha per-
petuado el statu quo heredado de los 
países que vencieron en la II Guerra 
Mundial, hace más de 60 años).

Asimismo, la justicia internacional 
sólo cuenta con un único organismo 
que vele por el medioambiente: una 
de las salas de la Corte Internacional 
de Justicia –integrada, también, en 
el sistema de las Naciones Unidas– 
y que, desde 1993, se ocupa de las 
controversias surgidas entre Estados 
con incidencia medioambiental. 
Desafortunadamente, cuando se 
creó la Corte Penal Internacional, 
el Estatuto de Roma prescindió 
de los primeros borradores de la 
Comisión de Derecho Internacional 
de la ONU que sí incluían el delito 
ecológico –daños graves al medio 
ambiente, causados deliberadamente 
o por negligencia culpable– entre las 
atribuciones de la Corte; de modo 
que, hoy en día, ésta sólo se ocupa de 
cuatro delitos (genocidio, crímenes de 
lesa humanidad, crímenes de guerra 
y crimen de agresión). Por lo que 
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Uno de los principales 
problemas es la ausencia de 

una organización internacional 
dedicada en exclusiva al medio 

ambiente

Hasta los años 80, las normas de protección del negocio del Medio Ambiente se centraban en sectores concretos como el 
medio marino, las aguas dulces, el suelo, etc...
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se refiere a otros órganos judiciales 
internacionales –como el Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos o la 
Corte Interamericana de Derechos 
Humanos– sus resoluciones suelen 
reconduci r a lgunos derechos 
(vida, integridad, intimidad o la 
inviolabilidad del domicilio) a una 
dimensión medioambiental que, 
indirectamente, lo protege; veamos 
un ejemplo: en el Asunto Öneryildiz 
contra Turquía (8 de mayo de 2002), 
el Sr. Öneryildiz vivía con su familia 
en un barrio de chabolas construido 
sobre un vertedero situado a las 
afueras de Estambul. En 1993, se 
produjo una explosión de metano 
que provocó una avalancha de 
basura que derribó la barriada y 
causó 38 víctimas. El TEDH estimó 
que Turquía había violado el Art. 2 
del Convenio Europeo de Derechos 
Humanos –derecho a la vida– porque 
no estableció un marco legislativo y 
administrativo destinado a prevenir 
y disuadir eficazmente que este 
derecho se pusiera en peligro; 
asimismo, el Tribunal destacó la 
importancia de otro derecho: el de 
estar informado, especialmente, 
cuando se trataba de actividades 

peligrosas (en relación al metano 
acumulado en el basurero; peligro 
del que nadie avisó a los Öneryildiz 
o a sus vecinos).

Un bien jurídico a proteger
Gracias a esta y otras sentencias, po-
demos preguntarnos ¿qué bien jurí-
dico es el que debe proteger el Dere-
cho? Existen diversas concepciones:

1) El antropocentrismo pone su 
énfasis en bienes tradicionales como 
la salud, la vida o la integridad física; 
es decir, el medio ambiente se debe 
proteger en tanto que, con esas me-
didas, estemos protegiendo la salud, 
la vida o la integridad física de las 
personas. El valor humano es el eje 
sobre el que gira esta postura.

2) El ecocentrismo considera 
que el medio ambiente debe prote-
gerse como tal, por su valor intrínse-
co, con independencia de vincularlo 
con los intereses del ser humano, 
porque tanto aquél como nosotros 
formamos parte de la misma trama 
de la vida e interactuamos.

3) Intermedia: como suele ser 
habitual, existe un planteamiento 
mixto que considera al medio am-
biente como la suma de determina-

dos bienes (agua, tierra, aire…) que 
deben protegerse como medio para 
lograr, a su vez, la protección de las 
personas. No consideran el medio 
ambiente como un bien jurídico pe-
nal con entidad propia.

Con el triunfo de un moderado 
ecocentrismo, podemos decir que 
actualmente el medioambiente ya 
es un bien jurídico en sí mismo que 
debe ser protegido; pero nuestro or-
denamiento está formado por una 
multitud de normas, ¿qué ámbito lo 
protege mejor?

Lo más adecuado es que el Dere-
cho Penal sea la última elección a la 
que se debe recurrir para proteger 
el medio ambiente, con una inter-
vención mínima que –mientras sea 
posible– favorezca las vías adminis-
trativa (mediante sanciones) y civil 
(con indemnizaciones por daños y 
perjuicios).

La Unión Europea considera que 
las vías civil y administrativa 

son insuficientes para proteger el 
medio ambiente

La primera Ley de Parques Naturales de 1916 consiguió que España fuera uno de los paises Europeos pioneros en la protección de la naturaleza. 
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¿Problema? El Art. 45.3 de la Cons-
titución española establece que para 
proteger y mejorar la calidad de la 
vida y defender y restaurar el me-
dio ambiente en los términos que la 
ley fije se establecerán sanciones pe-
nales o, en su caso, administrativas, 
así como la obligación de reparar el 
daño causado. Leyendo este artí-
culo, algunos autores pensaron que 
nos encontrábamos ante un mandato 
de criminalización que primaba la 
actuación penal sobre la administra-
tiva. Con el tiempo, el Tribunal Cons-
titucional aclaró que era el legislador 
quien podía elegir entre sancionar 
administrativamente o castigar por 
la vía penal.

Penalmente, el delito ambiental se 
introdujo en España en 1983, aunque 
fue de manera muy limitada. Desde 
entonces, se han producido diversas 
reformas (1995, 2003 y 2010) que, 
actualmente, vienen marcadas –en 
gran medida– por las normas que se 
dictan en Bruselas. De hecho, para 
que nuestro país se armonice con el 
resto de la Unión Europea como con-
secuencia de la Directiva 2008/99/
CE, en diciembre de 2010 entra en 

vigor la última reforma del Código 
Penal aprobada por la Ley Orgánica 
5/2010, de 22 de junio, y que viene a 
modificar la regulación de los delitos 
contra el medio ambiente con una 
“agravación de las penas”.

Europa cree que tanto los me-
canismos de compensación civiles 

como las sanciones administrativas 
son insuficientes a la hora de prote-
ger el medio ambiente; por ese moti-
vo, ha optado por una clara apuesta 
penal. Una vía que la Unión Europea 
considera más eficiente ante deter-
minadas conductas.

El problema llega cuando las nor-
mas penales se convierten en verda-
deros cheques al portador (la llama-
da ley penal en blanco); por ejemplo, 
cuando el Código Penal prohíbe 
pescar fuera de temporada pero tie-
ne que ser el Derecho Administrati-

vo –como así ocurre– quien señale 
qué tipo de pesca se sanciona (flu-
vial, marítima o lacustre), a qué es-
pecies se protege y en qué periodos 
de tiempo se aplica dicha sanción. La 
consecuencia más inmediata es que 
el Derecho Administrativo parte de 
unos principios (como el de precau-
ción) que no son propios del ámbito 
Penal y, al contrario, conceptos pe-
nales clásicos (como la intervención 
mínima) se acaban diluyendo en la 
vía administrativa.

En diciembre de 2010 entró en vi-
gor la nueva reforma de los delitos 
medioambientales donde –por pri-
mera vez– se regula, de forma muy 
detallada, que las personas jurídicas 
–por ejemplo, una empresa– tam-
bién serán penalmente responsables 
de los delitos cometidos en nom-
bre o por cuenta de las mismas, y 
en su provecho, por sus represen-
tantes legales y administradores de 
hecho o de derecho. Esto supone 
un cambio de gran calado en nues-
tro ordenamiento porque, desde el 
Derecho Romano, el Derecho Penal 
decía “societas delinquere non po-
test” (las sociedades no pueden de-
linquir); principio que ahora se ha 
modificado porque se entiende que, 
ante determinados delitos, como los 
medioambientales, así se obtiene 
una respuesta penal más clara.

En 2011 veremos las consecuen-
cias de esta pequeña revolución jurí-
dica y sus efectos sobre la protección 
del medioambiente.
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A finales de 2010 entró en vigor 
la nueva reforma de los delitos 

medioambientales que implica un 
endurecimiento de las penas

Penalmente el delito ambiental se introdujo en España en 1983.


